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VIOLACIÓN DE NATURALEZA FORMAL. LA CONSTITUYE LA OMISIÓN DE LA JUNTA DE NO 
TENER A LA VISTA COMO HECHO NOTORIO, AL CALIFICAR EL OFRECIMIENTO DE TRABAJO, 
EL EXPEDIENTE DE UN DIVERSO JUICIO LABORAL ANUNCIADO POR EL TRABAJADOR, EN 
EL QUE CONSTA QUE ANTERIORMENTE FUE REINSTALADO. 

 
Conforme a la sentencia que recayó a la contradicción de tesis 1/2015, de la que derivó la 
jurisprudencia 2a./J. 111/2015 (10a.), de título y subtítulo: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. 
CORRESPONDE AL TRABAJADOR LA CARGA DE APORTAR AL JUICIO LAS CONSTANCIAS DEL 
PROCESO ANTERIOR, CUANDO PRETENDE DEMOSTRAR LA MALA FE DE UN SEGUNDO O 
ULTERIOR OFRECIMIENTO.", la Segunda Sala del Alto Tribunal determinó que correspondía al 
trabajador la carga de aportar al juicio las constancias de un proceso anterior, cuando pretende 
demostrar la mala fe de un segundo o ulterior ofrecimiento de trabajo –aspecto vinculado con el hecho 
de que el anterior juicio laboral se encontrara radicado en diversa Junta–; asimismo, en la parte final 
de la ejecutoria referida, con base en los principios rectores del proceso de búsqueda real de la 
verdad, mayor economía, concentración y sencillez en el juicio, destacó el deber procesal de la 
responsable de practicar las diligencias que juzgara convenientes para el esclarecimiento de los 
hechos, como requerir a las partes para que exhibieran los documentos que consideraran 
determinantes para la calificativa del nuevo ofrecimiento de trabajo, entre otros, las constancias de 
juicios anteriores. Así, concluyó que si lo pretendido por el trabajador era demostrar la mala fe de un 
segundo o ulterior ofrecimiento de trabajo, en él recaía la carga de allegar al juicio las constancias en 
comento y, para ello, bastaba que anunciara como prueba el expediente relativo, a fin de que la 
responsable pudiera practicar las diligencias que juzgara convenientes para esclarecer la verdad, así 
como requerir a las partes con la finalidad de que exhibieran los documentos que estimaran 
determinantes para la calificativa de la nueva oferta de trabajo (en el supuesto de que las constancias 
relativas del juicio anterior no hubieran sido allegadas por el obrero); pues de esa forma se respetaba 
la carga de la prueba y se acataban los principios señalados. Atento a lo anterior, la autoridad 
responsable debe tener a la vista, al calificar la oferta de trabajo, un diverso expediente laboral que 
haya dado origen a la reinstalación, si éste es de su propio índice y fue anunciado por el trabajador, 
pues conforme a lo establecido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en diversos criterios 
jurisprudenciales, un hecho notorio debe ser entendido como cualquier acontec imiento de dominio 
público conocido por todos o casi todos los miembros de un círculo social en el momento en que va a 
pronunciarse la decisión judicial, respecto del cual no hay duda ni discusión, de manera que, al ser 
notorio, la ley exime de su prueba, por ser del conocimiento público en el medio social donde ocurrió o 
se tramita el procedimiento, particularizando que lo constituyen los expedientes, ejecutorias o 
versiones electrónicas de las sentencias de los órganos jurisdiccionales, por lo que la omis ión de la 
Junta de no tener a la vista como hecho notorio, al calificar el ofrecimiento de trabajo, el expediente de 
un diverso juicio laboral anunciado por el trabajador, en el que consta que anteriormente fue 
reinstalado, constituye una violación de naturaleza formal. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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SECRETO BANCARIO. LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN BANCARIA –A TRAVÉS DE LA 
COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES– REALIZADA POR EL MINISTERIO PÚBLICO 
PARA LA INVESTIGACIÓN DE LOS DELITOS, DEBE ESTAR PRECEDIDA DE AUTORIZACIÓN 
JUDICIAL, DE LO CONTRARIO, LAS PRUEBAS OBTENIDAS SON ILEGALES Y CARENTES DE 
VALOR Y, POR TANTO, DEBEN EXCLUIRSE DEL CUADRO PROBATORIO. 

 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 1a. LXXI/2018 (10a.), 
de título y subtítulo: "SECRETO BANCARIO. EL ARTÍCULO 117, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE ENERO DE 2014, VIOLA EL DERECHO A LA VIDA 
PRIVADA.", estableció que la excepción a la protección del derecho a la privacidad de los clientes o 
usuarios de las instituciones de crédito que otorga el artículo 117, fracción II, de la Ley de Instituciones 
de Crédito (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 
enero de 2014) a la autoridad ministerial local, viola el derecho a la vida privada, porque la información 
bancaria no se encuentra otorgada como parte de la facultad de investigación de los delitos, contenida 
en el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, menos aún forma parte 
de la extensión de facultades de irrupción en la vida privada expresamente protegidas en el artículo 16 
de la Constitución Federal. Por tanto, la solicitud de información bancaria realizada por la autoridad 
ministerial –a través de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores– para la investigación de los 
delitos, debe estar precedida de autorización judicial pues, de lo contrario, las pruebas así obtenidas 
resultan ilegales y carentes de valor y, por ende, deben excluirse del cuadro probatorio. Lo anterior, 
porque la autorización judicial es indispensable para legitimar las intervenciones a los derechos 
fundamentales y, en particular, las medidas que impliquen injerencia en el derecho a la intimidad 
personal, como el acceso a la información confidencial referida al indiciado, para la comprobación del 
delito imputado o su responsabilidad penal; máxime que el ejercicio legítimo de la actividad 
investigadora del Estado no puede quedar a la voluntad de la autoridad ministerial, sino cuando existen 
motivos fundados para requerir información personal que repose en datos relacionados con las 
personas imputadas, pues sólo así podrá ser obtenida mediante autorización previa del Juez 
competente, quien deberá ajustarse a las directrices que sobre medidas de investigación se prevén 
constitucionalmente, bajo el debido respeto a los derechos fundamentales. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA. ES POSIBLE RECLAMARLA AUN CUANDO LA VÍCTIMA 
DEL ILÍCITO HAYA OTORGADO EL PERDÓN MÁS AMPLIO ANTE LAS AUTORIDADES DEL 
ORDEN PENAL. 

 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 
227/2013, suscitada entre el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, actualmente 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito y de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 
43/2014 (10a.), de rubro: "RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA. POR REGLA GENERAL ES 
IMPROCEDENTE SI YA SE CUBRIÓ LA INDEMNIZACIÓN DETERMINADA EN UN PROCESO 
PENAL PARA REPARAR EL DAÑO.", estableció que cuando en un proceso penal se ha condenado a 
la reparación del daño, por regla general no se puede demandar posteriormente en un proceso civil 
desvinculado del proceso penal la responsabilidad objetiva del propio inculpado o de un tercero, toda 
vez que en ambos casos la responsabilidad civil que se reclama en ese segundo proceso es con 
motivo de la misma acción y el mismo daño y que en ese sentido, la responsabilidad civil subjetiva 
derivada de un delito no tiene una "naturaleza distinta" a la responsabilidad civil objetiva, concluyendo 
que excepcionalmente podrá acudirse a la vía civil cuando pueda apreciarse claramente que la 
legislación civil permite una mayor amplitud indemnizatoria en comparación con la legislación penal, de 
tal manera que la acción de reparación de daño en la vía civil pueda dar lugar a un mayor beneficio 
económico como resultado de una regulación más favorable para la víctima de la cuantificación del 
daño. En la ejecutoria que motivó la jurisprudencia en cita, se concluyó que dicha excepción no implica 
que en este supuesto el ofendido pueda hacer exigible la reparación del daño en la vía civil de manera 
completamente autónoma, pues la cantidad que eventualmente se conceda por concepto de 
reparación del daño en el proceso civil deberá descontar la indemnización que se haya cubierto con 
motivo de la condena decretada en el proceso penal. Por tanto, de dichas consideraciones es 
procedente inferir que aun cuando ante una autoridad del orden penal, la víctima haya otorgado el 
perdón más amplio y sin reservas al causante del daño, no existe impedimento para que demande en 
la vía civil la responsabilidad civil objetiva.  
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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RESOLUCIÓN DE LOS CONTRATOS POR INCUMPLIMIENTO DE UNA DE LAS PARTES. SÓLO 
PROCEDE SI ÉSTE RESULTA GRAVE. 
 

La interpretación sistemática y funcional de los artículos 6o., 8o., 20, 1796, 1831, 1839 y 1949 del 
Código Civil aplicable en la Ciudad de México, acorde con los principios rectores de los contratos: de 
autonomía de la voluntad, buena fe, buenas costumbres, el de conservación sustentado en el aforismo 
utile per mutile non vitiatur, y el de proporcionalidad, permite establecer que la resolución contractual 
es una forma excepcional para la extinción sobrevenida del contrato válidamente celebrado, a la que 
sólo debe acudirse de manera extraordinaria, cuando el incumplimiento de una obligación principal, por 
una de las partes, revista tal gravedad, que justifique racionalmente la extinción del contrato, ante la 
clara frustración del interés del afectado en preservarlo. En efecto, acorde con la doctrina y la 
jurisprudencia española, la gravedad del incumplimiento se determina conforme a dos criterios. El 
primero, de carácter subjetivo, se actualiza con la acreditación fuerte de que el deudor no tiene 
voluntad real de cumplir sus obligaciones, lo que debe sustentarse en hechos objetivos debidamente 
probados, como el frecuente incumplimiento con el mismo acreedor o ante otros acreedores. El 
segundo parámetro, de carácter objetivo, se actualiza si el incumplimiento del caso se puede 
considerar racionalmente suficiente para desalentar el interés del acreedor en la relación contractual. 
Esos criterios son susceptibles de coexistir y complementarse, pues de esta manera se propende a 
una calificación idónea de la gravedad del incumplimiento, lo cual es acorde con las finalidades 
perseguidas por la resolución y los principios rectores de los contratos. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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REMATE. QUÉ DEBE ENTENDERSE POR LA EXPRESIÓN "DE SIETE EN SIETE DÍAS", A QUE 
SE REFIERE EL ARTÍCULO 701, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
DEL ESTADO DE TAMAULIPAS, EN LA PUBLICACIÓN DE EDICTOS PARA CONVOCAR A 
POSTORES. 

 
El artículo y fracción citados, no establecen un término específico que debe mediar entre la última 
publicación y la fecha en que tendrá verificativo la audiencia de remate, porque expresamente nada 
dice al respecto; sin embargo, se advierte la prevención relativa a que la publicación de los edic tos 
para convocar a postores, debe hacerse por dos veces de "siete en siete", expresión que se interpreta 
en el sentido de que entre las dos publicaciones debe mediar un lapso de siete días naturales para que 
la segunda publicación aparezca al séptimo día; y, que entre esta última publicación y la fecha en que 
habrá de celebrarse el remate también debe existir un término de siete días; de lo contrario, el 
legislador solamente hubiere referido que entre la publicación de los edictos habrá un término de siete 
días. Por tanto, tratándose de la publicación de los edictos para convocar a postores, la expresión "de 
siete en siete días", debe entenderse en el sentido de que una vez hecha la primera publicación en los 
medios de difusión que señala la ley, la segunda publicación, se realizará a los siete días y que entre 
esta última y la fecha para celebrar el remate, también debe mediar un término de siete días. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DEL DÉCIMO 
NOVENO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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RECURSO DE APELACIÓN EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. ES INADMISIBLE CONTRA 
LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE CONTROL QUE CALIFICA DE LEGAL LA DETENCIÓN DEL 
INDICIADO. 

 
Los artículos 467 y 470 del Código Nacional de Procedimientos Penales establecen las reglas para la 
procedencia del recurso de apelación en el sistema penal acusatorio. Así, el primero prevé los 
supuestos en que resulta admisible el recurso contra resoluciones dictadas por el Juez de control, 
mientras que el segundo dispone que el tribunal de alzada lo declarará inadmisible en caso de deducir 
que la determinación recurrida no es controvertible a través de ese medio de impugnación; de donde 
se colige que el recurso de apelación es inadmisible contra la resolución del Juez de control que 
califica de legal la detención del indiciado, al no encontrarse entre los supuestos que para la 
procedencia de dicho medio de impugnación prevé el código citado; ello, con miras a privilegiar un 
"sistema limitado de recursos" donde la justicia gire sobre los principios de celeridad y concentración 
de las audiencias, lo que no implica limitar la posibilidad del indiciado de obtener su libertad, ni impedir 
la exclusión por ilicitud de los datos de prueba obtenidos con motivo de su captura, pues su libertad 
ahora depende del auto de vinculación a proceso y de la imposición de medidas cautelares, en tanto 
que la exclusión de datos de prueba ilícitos podrá debatirse en la propia audiencia inicial. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 36, TERCER PÁRRAFO, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. AL CONSTITUIR UNA REVISIÓN DE CARÁCTER 
EXTRAORDINARIO, NO AUTORIZA UN DERECHO PROBATORIO. 

 
El precepto legal referido establece que las autoridades fiscales podrán, discrecionalmente, revisar las 
resoluciones administrativas de carácter individual no favorables a un particular, emitidas por sus 
subordinados jerárquicamente, en la inteligencia de que, cuando se "demuestre" fehacientemente que 
éstas se dictaron en contravención a las disposiciones en la materia podrán, por una sola vez, 
modificarlas o revocarlas en beneficio del contribuyente, siempre y cuando éste no hubiere interpuesto 
medios de defensa y, además, hayan transcurrido los plazos para presentarlos, sin que, desde luego, 
haya prescrito el crédito fiscal; además, en su cuarto párrafo señala que dicha revisión no constituiría 
una instancia. Ahora, el concepto "demostrar", que deriva de esa norma, es de carácter indeterminado, 
en tanto que, conforme a una interpretación gramatical, en su vertiente semántica, se traduce en hacer 
evidente la verdad de cierta cosa "mediante prueba o algún razonamiento", de modo que para definir si 
dicha noción autoriza un derecho probatorio o que, en cambio, debe entenderse como una mera 
revisión de actualización extraordinaria que excluye la posibilidad para el promovente de ofrecer 
pruebas que no aportó durante el procedimiento fiscalizador, se surte la necesidad de complementar 
esa visión con los diversos métodos de interpretación, en específico, el sistemático a coherentia, así 
como el funcional, en sus dimensiones teleológica y de reducción al absurdo. Ello, porque a partir de 
ese ejercicio hermenéutico se desprende que el único significado válido que debe prevalecer, es el que 
atañe a que dicha demostración es sólo en un plano argumentativo, esto es, a través de la exposición 
clara y contundente de argumentos que revelen que la decisión correspondiente fue dictada contra 
derecho, mas no a nivel probatorio. Lo anterior, en la medida en que: (i) acorde con la integridad de 
ese precepto, se colige que dicho examen únicamente se limita a "revisar" los términos en que fue 
dictada la resolución respectiva, a la luz de las alegaciones esgrimidas, sin que pueda acudirse a 
elementos convictivos ajenos a los que consideró la potestad emisora al momento de pronunciar el 
acto administrativo, pues de concluir en sentido contrario, se tornaría incompatible la precisión 
realizada por el legislador, concerniente a que la nombrada reconsideración no constituye una 
instancia (criterio sistemático a coherentia); (ii) conforme a la exposición de motivos de la iniciativa que 
presentó el Poder Ejecutivo Federal y que dio lugar a la adición del tercer y cuarto párrafos al artículo 
36 del Código Fiscal de la Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de 
diciembre de 1995 y lo razonado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al 
resolver el amparo en revisión 387/2004, la configuración de la reconsideración administrativa estribó 
en eliminar la realización de interpretaciones discrecionales de disposiciones en esa materia por parte 
de las autoridades jerárquicamente inferiores, lo que revela que la creación de ese medio excepcional 
fue para establecer un autocontrol interno de legalidad, a petición del interesado, que encuentra sus 
límites en los términos en que fue emitido el acto administrativo desfavorable para el particular, sin que 
pueda soportarse con base en elementos probatorios que inicialmente no fueron tomados en 
consideración (enfoque funcional teleológico); y, (iii) no podría autorizarse un derecho probatorio, 
porque ello significaría pasar por alto las múltiples oportunidades probatorias y plazos que 
conformaron el procedimiento fiscalizador de origen (interpretación funcional de reducción al absurdo); 
sin que sea aplicable el principio pro persona, como regla hermenéutica, para concluir que de ese 
numeral emerge una nueva oportunidad probatoria para el contribuyente, pues en términos de la tesis 
aislada 1a. CCLXIII/2018 (10a.), de la Primera Sala del Alto Tribunal, esa directriz solamente puede 
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concretizarse hasta que se agoten los métodos de interpretación aludidos y prevalezcan dos sentidos 
que puedan reputarse objetivamente válidos y, en la hipótesis explicada, subsiste exclusivamente el 
que elimina la posibilidad del promovente de presentar elementos de prueba; perspectiva que debe 
preferirse, pues de no hacerlo, la solución del asunto no se sustentaría propiamente con base en la 
interpretación de la norma, sino que ésta sería cambiada por otra. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SEGUNDA 
REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
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PRUEBAS CONFESIONAL Y DE RATIFICACIÓN DE CONTENIDO Y FIRMA DE CONTRATO EN EL 
JUICIO LABORAL. CONFORME AL MÉTODO DE JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO, SI 
LA TRABAJADORA NO ASISTE A SU DESAHOGO CON MOTIVO DE SU EMBARAZO Y SOLICITA 
UN PLAZO PARA DEMOSTRARLO, LA JUNTA DEBE PONDERAR LA RAZONABILIDAD DE ESE 
IMPEDIMENTO Y PERMITIR QUE SE ACREDITE EN EL PLAZO DE TRES DÍAS HÁBILES, 
CONFORME AL ARTÍCULO 735 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 

 
En la jurisprudencia 2a./J. 11/2012 (10a.), la Segunda Sala del Máximo Tribunal del País sostuvo que 
de la interpretación del artículo 785 de la Ley Federal del Trabajo se advierte que el momento procesal 
oportuno para que una persona demuestre el hecho que la imposibilita materialmente a concurrir al 
local de la Junta a absolver posiciones o a contestar el interrogatorio, ya sea por enfermedad o por otro 
motivo justificado, puede ser antes, durante o después de la audiencia, siempre y cuando, a juicio de la 
Junta, el impedimento haya sobrevenido antes de su celebración. Por otra parte, conforme al método 
de juzgar con perspectiva de género, el cual es intrínseco a la labor jurisdiccional y comprende 
obligaciones específicas en casos graves de violencia contra las mujeres y se refuerza aún más 
tratándose de mujeres embarazadas, se permite una especial protección a éstas, pues por ese solo 
hecho sufren discriminación y debe considerarse como un grupo vulnerable, por lo que la Junta, en el 
ámbito de su competencia, está obligada a evitar cualquier acto discriminatorio atento a los principios 
de igualdad y no discriminación, previstos en los artículos 1o. y 4o de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y las obligaciones contraídas por el Estado Mexicano al suscribir la 
Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer y la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
"Convención de Belém do Pará". En esas condiciones, cuando en el juicio laboral el apoderado de la 
trabajadora manifiesta –en la audiencia correspondiente– que la absolvente está imposibilitada para 
desahogar las pruebas a su cargo (confesional y ratificación de contenido y firma del contrato), con 
motivo de que se encuentra en situación de embarazo y solicita el plazo de tres días a fin de 
demostrarlo, la Junta del conocimiento debe ponderar la razonabilidad de ese impedimento y permitir 
que se acredite esa cuestión en el plazo de tres días hábiles, previsto en el numeral 735 de la Ley 
Federal del Trabajo. Por ende, si la Junta responsable exige al apoderado de la trabajadora a que en 
el momento mismo de la audiencia justifique aquel hecho generador de la inasistencia de su 
representada y ante su omisión declara confesa a la actora, se vulneran las leyes del procedimiento y 
se afectan las defensas de la trabajadora, en términos de la fracción III del artículo 172 de la Ley de 
Amparo. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 
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PRINCIPIO PRO PERSONA. ANTE UN CONCEPTO CONTENIDO EN UN PRECEPTO QUE ADMITE 
DOS O MÁS SIGNIFICADOS DESDE UNA PERSPECTIVA GRAMATICAL, DEBEN AGOTARSE 
OTROS MÉTODOS DE INTERPRETACIÓN, A FIN DE VERIFICAR SI AQUÉLLOS PUEDEN 
REPUTARSE COMO OBJETIVAMENTE VÁLIDOS Y, POR ENDE, SER SUSCEPTIBLES DE 
SOMETERSE A DICHA REGLA HERMENEÚTICA. 

 
De la tesis aislada 1a. CCLXIII/2018 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, deriva que el principio pro persona, como regla hermenéutica, parte de que con anterioridad a 
elegir entre un significado u otro de un enunciado, por el que implique un mayor espectro protector, 
debe superarse, a título de presupuesto, que aquéllos se obtengan de una interpretación válida, por 
ejemplo, gramatical, sistemática o funcional, verbigracia; es decir, ese axioma solamente debe 
aplicarse hasta que se agoten los diversos métodos de interpretación que permitan la elección del 
significado más favorable de una norma, o bien, el menos perjudicial. Por otra parte, de la doctrina se 
obtiene que, ante la presencia de un concepto contenido en un precepto que admite dos o más 
significados, conforme a una visión meramente gramatical, de carácter semántico, los alcances 
resultantes del enunciado correspondiente no pueden ser sometidos a la aplicación del principio pro 
persona, en razón de que, ante esa indeterminación, el criterio gramatical se torna insuficiente para 
esa encomienda, lo que genera la necesidad de complementarlo con otros, a fin de que tales 
significados adquieran validez, o bien, se determine la prevalencia de uno solo y, en su caso, la 
inaplicación del principio mencionado, al no concurrir dos interpretaciones plausibles, máxime que 
dichos enfoques hermenéuticos, lejos de excluirse o concretizarse de manera independiente, tienen el 
potencial de complementarse entre sí, con el objetivo de definir cuál es el verdadero sentido de la 
disposición. De ahí que cuando existe una noción con múltiples alcances, desde un enfoque 
exclusivamente gramatical, no es factible aplicar el principio pro persona sin antes haber efectuado el 
ejercicio hermenéutico mencionado, pues concluir de manera diversa desconocería que todo problema 
de interpretación nace de la indeterminación de conceptos y, además, que para dar por sentado que 
existen una o dos interpretaciones susceptibles de ser materia de confronta, debe escudriñarse la 
norma en los términos indicados, a fin de que la solución del asunto tenga su génesis en una 
interpretación objetivamente válida y, sobre todo, que se evite que aquélla sea cambiada por otra. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SEGUNDA 
REGIÓN. 
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PRESUNCIÓN DE PAGO DE LA RENTA, POR NO HABERSE OTORGADO EL RECIBO. CASO EN 
QUE NO OPERA (Interpretación del artículo 2428-E del Código Civil aplicable en la Ciudad de 
México). 

 
La interpretación sistemática y funcional del artículo citado al rubro, que en el orden progresivo debía 
ser el artículo 2448-E, permite considerar, a partir de su texto y del proceso legislativo, que el 
legislador buscó superar la asimetría entre arrendador e inquilino, para lo cual consideró, 
implícitamente, como máximas de experiencia, que: a) la conducta generalizada de los arrendadores 
de casa habitación, consiste en recibir el pago de la renta, sin entregar el recibo correspondiente; b) 
esto provoca una desventaja procesal al inquilino, en caso de controversia, porque a quien aduce el 
pago le corresponde la carga de acreditarlo, y c) lo ordinario es que el arrendador exija la renta a su 
vencimiento, y de no obtenerla, acuda de inmediato a los medios legales y extralegales, para lograr su 
pretensión. Para superar la problemática existente al respecto, a juicio del legislador, causada por tales 
prácticas, propendió a la tutela de la parte débil, de derecho social, y estableció la presunción 
mencionada, cuando concurran los siguientes elementos: a) un arrendamiento para casa habitación; b) 
el vencimiento de una o más pensiones de renta pactada; c) la incoación de un proceso judicial, para 
exigir el cumplimiento de la obligación; d) la excepción de pago, opuesta por el inquilino, sin posibilidad 
de comprobación; e) el transcurso de tres meses, a partir del día siguiente al vencimiento de cada 
renta mensual reclamada, y f) falta de requerimiento de pago al inquilino, dentro de esos tres meses. 
Así las cosas, la presunción no se formará cuando quede resuelta la imposibilidad probatoria referida, 
porque las partes pacten un medio distinto de pago de la renta, que necesariamente deje constancia al 
arrendatario, aunque no sea sacramentalmente el recibo otorgado por el arrendador, como sucede si 
se pacta el pago a través del depósito en una cuenta bancaria, elegida por el arrendador, en cuyo 
supuesto, con la ficha comprobatoria, debidamente sellada y anotada por la institución receptora, el 
arrendatario queda en condiciones de demostrar plenamente el pago, sobre todo porque, acorde con 
los usos bancarios, es posible y frecuente que, a solicitud del depositante, se anote el concepto o 
destino del dinero, en cada comprobante. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD UNIVERSITARIA DE LA UNIVERSIDAD AUTÓNOMA 
DEL ESTADO DE MÉXICO. EL ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECE, AL SER EMITIDO POR 
EL RECTOR DE DICHA CASA DE ESTUDIOS Y TENER INJERENCIA EN LA ACTIVIDAD DE LOS 
ALUMNOS Y EL PERSONAL ACADÉMICO, VIOLA EL SISTEMA DE DISTRIBUCIÓN DE 
COMPETENCIA NORMATIVA INTERNO Y, EN CONSECUENCIA, EL ARTÍCULO 3o., FRACCIÓN 
VII, EN RELACIÓN CON LOS DIVERSOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al emitir la jurisprudencia 1a./J. 
20/2010, estableció que de la facultad de autogobierno de las universidades públicas, contenida en el 
artículo 3o., fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, emergen 
múltiples competencias específicas, entre las que destaca la normativa, que se traduce en la aptitud de 
expedir disposiciones generales que permitan regular todas las actividades relacionadas con el 
servicio educativo, así como la promoción de la investigación y la cultura; de lo que se sigue que las 
aludidas instituciones están autorizadas para distribuir la nombrada competencia entre sus órganos de 
representación, lo que genera que cuando se controvierta, a nivel constitucional, que uno de ellos no 
tiene facultades para emitir un determinado ordenamiento, el examen que debe emprenderse, 
conforme al sistema de distribución que impere, debe versar sobre si la materia que regula dicha 
normativa le corresponde o no a la autoridad emisora señalada como responsable. Ahora, de los 
numerales 10 y 11 del Estatuto Universitario de la casa de estudios aludida se advierte que el Consejo 
Universitario y el rector, dentro del marco de sus respectivas competencias, tienen el carácter de 
autoridades materialmente legislativas, porque ambos están autorizados para expedir los 
ordenamientos expresamente especificados, verbigracia, el primero de los nombrados tiene la facultad 
de emitir disposiciones administrativas, entre las que resaltan los acuerdos, circulares e instrucciones 
que se identifican por conducir el ejercicio de la función administrativa. En ese sentido, sobresale que 
en la tesis aislada P. XV/2002, el Pleno del Alto Tribunal estableció que el ejercicio de la función 
administrativa materializada en un acuerdo de la índole mencionada, no puede trastocar más allá de la 
estructura interna de los órganos de gobierno de la entidad autorizada para expedirlo, lo que traducido 
al ámbito de la referida casa de estudios, significa que las normas que emita el rector, como lo son los 
acuerdos administrativos, no pueden alcanzar a toda la comunidad universitaria, pues el ejercicio de 
esa atribución encuentra sus límites en sus órganos subordinados y sólo permite, entre otras 
cuestiones, crear nuevas dependencias, o bien, emitir lineamientos de carácter general dirigidos, 
exclusivamente, a esa estructura interna. Ahora, del Acuerdo por el que se establece el procedimiento 
de responsabilidad universitaria de la Universidad Autónoma del Estado de México, emitido por su 
rector y publicado en la Gaceta Universitaria Núm. 273, correspondiente a marzo de 2018, en 
específico de los numerales 10, 11 y 14, se obtiene que ese ordenamiento no se enfoca 
exclusivamente a detallar lineamientos específicos de carácter interno, respecto de la Dirección de 
Responsabilidad Universitaria, dependencia administrativa adscrita a la Oficina del Abogado General 
de la Universidad Autónoma del Estado de México que, a su vez, está subordinada al propio rector, 
como en su porción considerativa se pretende aparentar, sino que se vincula con un tema que incide 
en toda la comunidad universitaria (integrada no sólo por personal administrativo, sino por alumnos y 
personal académico), esto es, con sujetos extraños a la estructura interna de la institución, lo que pone 
de manifiesto que, lejos de conducir exclusivamente el ejercicio de una función administrativa, como lo 
es la actividad interna de la dirección mencionada, el acuerdo citado regula, de manera detallada, el 
procedimiento de responsabilidad universitaria, el cual tiene injerencia en la actividad de dos grupos 
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ajenos a la estructura interna subordinada a la autoridad mencionada, en concreto, el personal 
académico y el alumnado. Por tanto, si el acuerdo mencionado rebasa los límites de su propia 
naturaleza, al desarrollar un procedimiento de responsabilidad universitaria, en el que, eventualmente, 
pueden estar sujetos individuos ajenos a ese ámbito interno del que participa el ejercicio de la función 
administrativa, dicha disposición de observancia general viola el sistema de distribución de 
competencia normativa fijado en el nombrado estatuto y, en consecuencia, el precepto 3o., fracción 
VII, citado, en relación con los diversos 14 y 16 constitucionales. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SEGUNDA 
REGIÓN. 
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NOTIFICACIÓN PERSONAL EN EL PROCEDIMIENTO CIVIL. SI POR CUALQUIER MOTIVO SE HA 
DEJADO DE ACTUAR EN EL JUICIO POR MÁS DE NOVENTA DÍAS NATURALES, EL ACUERDO 
POSTERIOR A ESA INACTIVIDAD DEBE REALIZARSE MEDIANTE AQUÉLLA (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE VERACRUZ). 

 
El artículo 81, primer párrafo, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado establece: "Se 
notificarán personalmente los emplazamientos para contestar una demanda, para posiciones o 
reconocimiento de firmas y documentos, libros o papeles y cuando se haga saber el envío de los autos 
a otro tribunal, así como cuando en el juicio se haya dejado de actuar por más de noventa días 
naturales."; de lo que se colige que dicho precepto no condiciona que esa inactividad procesal se dé 
en el trámite del juicio propiamente dicho, o bien, como consecuencia de una situación extraordinaria 
como lo puede ser el hecho de que el expediente relativo se haya remitido a un tribunal federal para la 
tramitación y solución de un juicio de amparo; de ahí que si por cualquier motivo se ha dejado de 
actuar por más de noventa días naturales, el acuerdo posterior a esa inactividad debe notificarse 
personalmente, en aras de dar cumplimiento al principio de acceso a la justicia previsto por el artículo 
17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 20 de septiembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2020636  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de septiembre de 2019 10:29 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: VII.2o.C.201 C (10a.)  
 
JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA ESPECIALIZADOS EN MATERIA DE FAMILIA DEL 
DISTRITO JUDICIAL DE VERACRUZ. EL HECHO DE QUE UN JUZGADO ORDINARIO SIGA 
CONOCIENDO DE LOS ASUNTOS QUE SE ENCUENTREN EN TRÁMITE HASTA LA ETAPA DE 
EJECUCIÓN DE SENTENCIA, NO INCIDE EN LA PROTECCIÓN A LOS DERECHOS DEL MENOR, 
AL TRATARSE SÓLO DE UN CAMBIO MATERIAL A UN ÓRGANO ESPECIALIZADO. 

 
En relación con la facultad de crear nuevos juzgados, el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial 
del Estado de Veracruz, en sesión extraordinaria celebrada el 26 de mayo de 2014 emitió la circular 
número 8 de 29 de mayo posterior, la cual, en lo que interesa, establece que el Consejo de la 
Judicatura del Poder Judicial del Estado de Veracruz determinó la creación de juzgados de primera 
instancia especializados en materia de familia del Distrito Judicial de Veracruz, órganos 
jurisdiccionales que entraron en funciones a partir del 12 de agosto de 2014, a los cuales se les 
turnarían asuntos únicamente de inicio; y que los que a la entrada en vigor del citado acuerdo se 
encontraran en trámite ante los juzgados de primera instancia, seguirán en conocimiento de ellos, 
inclusive hasta su etapa de ejecución. En ese tenor, si un juzgado ordinario continúa conociendo de los 
asuntos que se encuentren en trámite hasta la etapa de ejecución de sentencia, ello no incide en la 
protección a los derechos del menor, toda vez que sólo hubo un cambio material a un órgano 
especializado, pero no sobrevino un cambio sustancial en las reglas sustantivas y adjetivas que rigen 
el procedimiento. Esto es, tanto el órgano jurisdiccional especializado como el órgano a que la circular 
determina siga conociendo, aplicarán el Código Civil para el Estado de Veracruz, en el apartado de 
familia, y el Código de Procedimientos Civiles, así como que deberán juzgar atendiendo ambos al 
interés superior del menor. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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JUICIO DE DESAHUCIO. AL PRESENTAR LA DEMANDA, ES INNECESARIA LA EXHIBICIÓN DE 
LOS RECIBOS DE PAGO INSOLUTOS PARA ACCEDER A ESA VÍA PRIVILEGIADA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE TAMAULIPAS). 

 
Los requisitos de procedibilidad para acceder a un juicio, son aquellas condiciones y elementos 
exigidos por la ley que deben cumplirse para la iniciación y desarrollo válido de un proceso. Ahora 
bien, de una interpretación armónica de los artículos 543, 544, 545 y 546 del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado de Tamaulipas, se advierte que el hecho de que la actora incumpla 
con la exhibición de los recibos de pago insolutos, no implica que la vía privilegiada de desahucio sea 
improcedente, en atención a que la legislación procesal de la materia no dotó a los recibos de rentas 
insolutos como condiciones o elementos que deben cumplirse para la iniciación y desarrollo válido del 
proceso. En efecto, el artículo 546 citado, expresamente impone la obligación al Juez del conocimiento 
de constatar únicamente que con la demanda exista el documento o la justificación correspondiente, 
para ordenar el requerimiento de pago, así como el llamamiento a juicio, pues así lo dispone la porción 
normativa del precepto referido, al señalar: "Presentada la demanda con el documento o la justificación 
correspondiente, dictará auto el Juez mandando requerir al inquilino...", donde se destaca que la 
redacción del dispositivo es en singular, al referirse a documento, y no en plural, documentos. Por 
tanto, lo único que debe constatar el Juez para admitir la demanda y continuar el trámite, es el contrato 
de arrendamiento o la justificación del pacto contractual, virtud que con ello se demuestra tanto el 
derecho del arrendador sobre el bien, como la estipulación del pago de rentas y su periodicidad, así 
como que en la demanda se impute la falta de pago por dos o más mensualidades, para estar en 
aptitud de verificar los supuestos para tramitar el juicio de desahucio. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DEL DÉCIMO 
NOVENO CIRCUITO. 
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IMPROCEDENCIA DE LA VÍA. SI SE DECLARA POR RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA, 
LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL DEBE ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO 
PARA EFECTO DE QUE SE CONTINÚE EL JUICIO EN LA PROCEDENTE (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE TAMAULIPAS). 

 
En términos de los artículos 37, 241 y 242 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de 
Tamaulipas, que imponen la obligación al juzgador de primera instancia, así como al tribunal de 
apelación, de subsanar los requisitos procesales necesarios para que el juicio tenga existencia jurídica 
y validez formal; se obtiene que, cuando en un juicio se declara la improcedencia de la vía por 
resolución de segunda instancia, de oficio o como resultado de los agravios propuestos por el 
apelante, la autoridad jurisdiccional debe ordenar la reposición del procedimiento a efecto de que se 
continúe en la vía procedente. Esto es así, toda vez que los preceptos referidos son normas 
procesales imperativas que, de no acatarse, generarían inseguridad jurídica, pues no habría certeza 
respecto de qué formalidades concretas deben observarse y la forma en que se respetaría 
íntegramente el derecho de acción de los particulares (actor) y el de defensa (demandado), 
consagrados en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativo al 
acceso a la tutela jurisdiccional; y de esta forma se da vigencia al contenido del diverso artículo 926 del 
código citado, que faculta al tribunal de alzada a ordenar la reposición del procedimiento cuando 
advierta una violación procesal no consentida. Además, sólo de esa manera se alcanzaría el fin 
pretendido por las partes, esto es, obtener un determinado resultado vinculatorio, y no se 
obstaculizaría el acceso a los órganos jurisdiccionales, mediante un proceso que permita defender sus 
derechos obteniendo una solución en un plazo razonable y que dictada la sentencia ésta sea 
plenamente ejecutada. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DEL DÉCIMO 
NOVENO CIRCUITO. 
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IMPEDIMENTO O EXCUSA POR RAZONES DE AMISTAD O ANIMADVERSIÓN PLANTEADO EN 
TÉRMINOS DE LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 51 DE LA LEY DE AMPARO. ASPECTOS 
IMPRESCINDIBLES QUE DEBEN CONCURRIR PARA LA ACTUALIZACIÓN DE LA CAUSA 
RELATIVA. 

 
La causa de impedimento o excusa por razones de amistad o animadversión, planteado en términos 
de la fracción VIII del precepto citado requiere para su actualización dos aspectos imprescindibles; por 
un lado, la existencia de datos, circunstancias, condiciones o acontecimientos fácticos que por su 
naturaleza objetiva, su dimensión o alcance jurídico o material, revelan la existencia real de una 
situación a partir de la cual pueda derivar la generación de un estado de relación de amistad o vínculo; 
o bien, de enemistad o animadversión comprensibles y, por otro, la prueba de certeza del estatus de 
existencia efectiva de una amistad o animadversión, que por su naturaleza subjetiva pueda obtenerse 
de las propias manifestaciones del servidor público que así lo considere para excusarse. Por tanto, se 
requiere, inexorablemente, de la concurrencia de ambos factores a la vez, pues la sola presunción de 
la condición sin la prueba de certeza del ánimo subjetivo del juzgador, y la manifestación de éste sin 
los datos objetivos que evidencien la condición específica justificante, son insuficientes, por sí solos, 
para tener por fundado el pronunciamiento de excusa o impedimento planteados. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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DIVORCIO INCAUSADO. ES UN PRESUPUESTO DE PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN 
ACOMPAÑAR A LA DEMANDA RELATIVA, LA PROPUESTA DEL CONVENIO RESPECTIVO 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE TAMAULIPAS). 

 
A fin de estar en posibilidad jurídica para decretar el divorcio incausado, conforme a los artículos 248 y 
249 del Código Civil para el Estado de Tamaulipas, la actora tiene la obligación ineludible de 
acompañar la propuesta de convenio respectivo, por ser un presupuesto de procedencia de la acción, 
sin que por ello se conculque el derecho al libre desarrollo de la personalidad, toda vez que la finalidad 
del convenio es proteger el interés superior del niño, fijar alimentos, establecer la custodia y las reglas 
de convivencia, así como proteger el patrimonio de la familia, al requerir la manera en que se 
administrarán los bienes de la sociedad conyugal durante el procedimiento y hasta que se liquide ésta, 
así como la forma de liquidarla. Lo anterior, se considera una medida razonable y proporcional, dado 
que sólo se solicita a la actora una propuesta de convenio, y dicha medida es idónea para proteger los 
derechos citados, sin que sea un requisito lesivo, pues no se exigen mayores condiciones para la 
procedencia de la acción. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DEL DÉCIMO 
NOVENO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 20 de septiembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2020629  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de septiembre de 2019 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVII.2o.6 K (10a.)  
 
DESISTIMIENTO DEL RECURSO REVISIÓN EN EL AMPARO. SI SE HIZO POR COMPARECENCIA 
ANTE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO, ES INNECESARIA SU RATIFICACIÓN. 

 
Cuando de autos se demuestre fehacientemente que ante el Tribunal Colegiado de Circuito el 
recurrente compareció a desistirse del recurso de revisión en el amparo y que fue debidamente 
identificado, es innecesario que ese desistimiento sea ratificado, pues la voluntad de aquél quedó 
plenamente acreditada. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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DEMANDA LABORAL. EL AUTO QUE LA TIENE POR NO PRESENTADA Y ORDENA SU 
ARCHIVO, POR SU NATURALEZA Y TRASCENDENCIA, DEBE SER FIRMADO POR TODOS LOS 
INTEGRANTES DE LA JUNTA Y POR SU SECRETARIO, SALVO QUE NO CONCURRAN UNA VEZ 
CONVOCADOS. 

 
De la interpretación sistemática de los artículos 609, 610, 721, 771, 837, 838, 839, 871 y 873 de la Ley 
Federal del Trabajo se advierte que, por regla general, las actuaciones de las Juntas Especiales de 
Conciliación y Arbitraje deben ser colegiadas, con las excepciones previstas en el artículo 620, fracción 
II, inciso a), por referirse a acuerdos dictados durante la tramitación de los conflictos individuales y 
colectivos de naturaleza económica; numeral que establece que si no está presente ninguno de los  
representantes, el presidente o el auxiliar dictará las resoluciones que procedan. A diferencia de esos 
acuerdos de trámite, en los casos específicos que en dicho artículo se prevén, esto es, sobre 
personalidad, competencia, aceptación de pruebas, desistimiento de la acción a que se refiere el 
artículo 773 y sustitución patronal, el presidente debe citar a los representantes a una audiencia para 
la resolución de dichas cuestiones y, si ninguno concurre, éste dictará la resolución que proceda. Por 
tanto, con independencia de que la resolución que ordena el archivo del asunto como totalmente 
concluido, como consecuencia de tener por no interpuesta o no presentada la demanda, pueda 
considerarse o no, un auto dictado durante la tramitación de los conflictos jurídicos individuales y 
colectivos, lo cierto es que por su naturaleza y trascendencia (derivada de que constituye una 
resolución que pone fin al juicio, sin que pueda ser impugnada mediante algún medio de defensa 
ordinario), es equiparable a los casos específicos a que se refiere el artículo 620, fracción II, inciso a), 
referido, por lo que debe ser firmado por todos los integrantes de la Junta y por su secretario, quien 
autoriza y da fe; salvo que el presidente hubiera citado a los representantes a la audiencia y ninguno 
concurriera, caso en el cual, dictará la resolución, debiendo estar firmado por éste y por el secretario. 
En este sentido, se pronunció la Segunda Sala del Alto Tribunal, en la jurisprudencia 2a./J. 72/99, en 
cuanto al auto que desecha una demanda, que por su naturaleza y efectos jurídicos trascendentes, es 
equiparable a los casos específicos señalados, motivo por el cual, para su validez, debe estar firmado 
por el presidente y por el o los representantes que lo hubieran dictado. De no observar lo anterior, se 
actualiza la hipótesis prevista en la fracción XI del artículo 172 de la Ley de Amparo, y deben estimarse 
violadas las formalidades esenciales del procedimiento que afectan las defensas del quejoso, 
trascendiendo al resultado del fallo, al practicarse en forma distinta a la prevista por la ley, lo que 
origina su invalidez y la de las actuaciones subsecuentes; de ahí que deba reponerse el procedimiento, 
lo cual debe ser examinado de oficio y con independencia de quien promueva el amparo. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 
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DELITOS DE OMISIÓN DE CUIDADO EN LA MODALIDAD DE INCUMPLIMIENTO DE DEBERES 
ECONÓMICOS E INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES DE ASISTENCIA FAMILIAR, 
PREVISTOS, RESPECTIVAMENTE, EN LOS ARTÍCULOS 194 (VIGENTE HASTA EL 10 DE 
DICIEMBRE DE 2011) Y 167 BIS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE COLIMA, 
ABROGADO. EN EL AUTO DE FORMAL PRISIÓN DEBE DELIMITARSE EL PERIODO O 
PERIODOS EN QUE SE COMETIERON, A EFECTO DE SALVAGUARDAR EL PRINCIPIO DE 
DEBIDO PROCESO E INDICARSE SI EL BIEN JURÍDICO TUTELADO, EN CUANTO A SU 
TITULAR, CORRESPONDE AL MISMO SUJETO PASIVO. 
 
Los delitos de omisión de cuidado en la modalidad de incumplimiento de deberes económicos, e 
incumplimiento de las obligaciones de asistencia familiar, previstos, respectivamente, en los artículos 
194 (vigente hasta el 10 de diciembre de 2011) y 167 Bis del Código Penal para el Estado de Colima, 
publicado en el Periódico Oficial local el 27 de julio de 1985, actualmente abrogado, son de naturaleza 
continua, ya que la omisión que lo constituye se prolonga sin interrupción en el tiempo, los hechos 
reprochados son de la misma naturaleza y, al ser una forma delictiva en que el activo persiste en una 
actividad homogénea con unidad de intención, ocasión y ejecución, que en su conjunto integran, por 
disposición legal, un solo delito, pero quedan delimitados por el periodo de infracción, es decir, desde 
que el obligado dejó de suministrar los alimentos, hasta la presentación de la denuncia ante el 
Ministerio Público, momento en que se interrumpe su continuidad, por lo que con independencia de 
que dicho ilícito, debido a su naturaleza, continúe cometiéndose hasta que el omiso cumpla sus 
deberes, la autoridad judicial no puede considerar hechos que no fueron materia del auto de término 
constitucional. De modo que si en la sentencia se toman hechos que no se precisaron en el auto de 
formal prisión para imponer la condena respectiva, se coloca en un franco estado de indefensión al 
sentenciado, contraviniendo el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque la condena al reo debe ser por el delito que motivó al auto de formal prisión, y por los hechos 
que fueron denunciados. Conforme a lo anterior, atento a la naturaleza del delito de incumplimiento de 
las obligaciones de asistencia familiar, así como a los artículos 19 constitucional y 305 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado de Colima (abrogado), en el auto de formal prisión deben 
delimitarse: (i) el periodo o periodos en que se cometió el delito imputado, a efecto de salvaguardar el 
principio de debido proceso penal; y, (ii) indicar si el bien jurídico tutelado, en cuanto a su titular, en 
forma específica corresponde al mismo sujeto pasivo. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 
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DEFENSA ADECUADA DE LOS MENORES DE EDAD EN EL JUICIO DE AMPARO. SI NO 
CUENTAN CON UN LICENCIADO EN DERECHO, O SU REPRESENTANTE LEGAL NO TIENE ESE 
CARÁCTER, ATENTO A SU INTERÉS SUPERIOR Y AL PRINCIPIO DE IGUALDAD ENTRE LAS 
PARTES, EL JUZGADOR DEBE GESTIONAR EL NOMBRAMIENTO DE UN ABOGADO QUE LOS 
ASISTA, A FIN DE GARANTIZAR SU DERECHO A UNA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. 

 
Conforme al artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño, se debe velar por el interés 
superior del niño y garantizar efectivamente la igualdad de acceso a la justicia. Así, retomando la 
esencia del criterio emitido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 
resolver la contradicción de tesis 187/2017, de la que derivó la tesis de jurisprudencia 1a./J. 43/2019 
(10a.), de título y subtítulo: "TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. PARA GARANTIZAR QUE EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN MATERIA PENAL SEA ACORDE CON ESE DERECHO, EL 
QUEJOSO PRIVADO DE LA LIBERTAD DEBE CONTAR CON LA ASISTENCIA DE UN ABOGADO.", 
tratándose de menores de edad y conforme al principio de igualdad entre las partes, en caso de que 
no cuenten con un licenciado en derecho que los asista, el Juez de amparo deberá realizar las 
gestiones necesarias para que el menor o su representante legal, cuando éste no tenga el carácter de 
licenciado en derecho, cuente con un profesionista que lo asesore en la materia de amparo, con la 
finalidad de que pueda ejercer una tutela jurisdiccional efectiva –sin importar la denominación formal 
de la figura: defensor, asesor, representante, asistente jurídico, etcétera–, en términos de la ley 
correspondiente y conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; sin que ello 
implique dejar de observar los presupuestos de procedencia del juicio de amparo. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Registro: 2020625  
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Materia(s): (Común)  
Tesis: XVII.1o.P.A.93 P (10a.)  
 
CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO QUE DEJA INSUBSISTENTE EL ACUERDO 
DE ASEGURAMIENTO DE BIENES DECRETADO DE FORMA INDEFINIDA O PORQUE SU 
TEMPORALIDAD SE PROLONGÓ EXCESIVAMENTE. SI EL MINISTERIO PÚBLICO DICTA UNO 
NUEVO, DEBE CORREGIR LA DEFICIENCIA APUNTADA PARA SATISFACER LOS REQUISITOS 
DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN O, DE LO CONTRARIO, LEVANTAR DE PLANO EL 
ASEGURAMIENTO Y ENTREGAR LOS BIENES A QUIEN LEGALMENTE CORRESPONDA. 

 
De conformidad con el criterio de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
contenido en la jurisprudencia 1a./J. 75/2014 (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE 
INCONFORMIDAD. PARA EVALUAR EL CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO 
DEBEN ATENDERSE SUS CONSIDERACIONES Y LINEAMIENTOS Y NO SÓLO SUS EFECTOS, 
LOS CUALES ACOTAN LA LIBERTAD DE JURISDICCIÓN DE LAS AUTORIDADES 
RESPONSABLES.", corresponde a las autoridades responsables atender puntualmente y en su 
totalidad los efectos de las ejecutorias de amparo, conforme a las consideraciones y lineamientos que 
obren en éstas, los cuales constituyen las premisas que justifican, precisan o determinan el alcance y 
sentido de dichos efectos, de forma que su inobservancia implica una falta al debido procedimiento en 
su cumplimiento, que tendría como resultado restar efectividad al juicio biinstancial; en ese entendido, 
tratándose de la ejecutoria que concedió la protección constitucional contra el acuerdo de 
aseguramiento de bienes decretado de forma indefinida o porque su temporalidad se prolongó 
excesivamente (por uno o más años), la autoridad responsable, a fin de subsanar debidamente la 
violación a los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica, si dicta un nuevo acto 
privativo, en éste debe corregir la deficiencia apuntada y no establecer, por ejemplo, que el 
aseguramiento debe perdurar "hasta que se tengan elementos suficientes para determinar si se 
ejercita o no la acción penal, al considerarse producto del delito", porque dicha justificación sigue 
siendo contraria a su naturaleza provisional o transitoria, para satisfacer los requisitos de 
fundamentación y motivación; es decir, debe justificar, en su caso, la intromisión en la esfera jurídica 
del quejoso, al impedirle ejercer su derecho al disfrute de sus bienes, en el entendido que, de no 
hacerlo así, deberá levantar de plano el aseguramiento y entregar los bienes a quien legalmente 
corresponda, aun cuando en términos del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, corresponda al Ministerio Público la investigación de los delitos y el ejercicio de la acción 
penal ante los tribunales, ya que dicha circunstancia no impide que la representación social, en uso de 
las facultades previstas en los artículos 127, 128, 129 y 131 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, continúe con la investigación. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Materia(s): (Laboral)  
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CRÉDITOS OTORGADOS CON BASE EN LA LEY DEL FONDO DE LA VIVIENDA PARA LOS 
TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN AL SERVICIO DEL ESTADO DE COAHUILA DE 
ZARAGOZA Y SUS MUNICIPIOS. NO PUEDEN MODIFICARSE UNILATERALMENTE SUS 
TÉRMINOS POR DICHO ORGANISMO (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 22 DE MARZO DE 
2011). 

 
Conforme a la Ley del Fondo de la Vivienda para los Trabajadores de la Educación al Servicio del 
Estado de Coahuila de Zaragoza y sus Municipios (vigente hasta el 22 de marzo de 2011), dicho 
organismo no está facultado para modificar unilateralmente los términos de los créditos otorgados con 
base en ese ordenamiento al celebrarse los contratos relativos con los trabajadores mencionados 
pues, en todo caso, aquél tiene a su alcance los medios legales para hacer valer la acción que estime 
pertinente ante la posible afectación a su patrimonio, y así otorgar a los beneficiarios del préstamo el 
derecho de audiencia previa, en tanto que el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos prohíbe hacerse justicia por propia mano. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA NOVENA REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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CHEQUE CERTIFICADO. LA ACCIÓN OTORGADA AL TENEDOR CONTRA EL LIBRADO ES 
EXCEPCIONAL, Y SÓLO SE PUEDE EJERCER DURANTE LA VIGENCIA DE LA CERTIFICACIÓN. 

 
Conforme a los artículos 5o., 23, 25, 175, 176, 178 y 179 de la Ley General de Títulos y Operaciones 
de Crédito, un cheque es un título de crédito (nominativo, a la orden o al portador) que contiene la 
orden incondicional del librador de pagar, a la vista, una suma determinada de dinero, expedido a 
cargo de una institución de crédito (librado) por quien tiene celebrado con ella un contrato al respecto y 
fondos disponibles para el efecto. La función del cheque queda cumplida cuando es pagado por el 
librado. En términos generales, entre el librado y el tenedor o beneficiario, no media relación jurídica 
alguna, en razón de que, el primero no asume ninguna obligación frente al tomador, y el pago que se 
realiza lo lleva a cabo en cumplimiento del contrato de depósito o de cheques, celebrado con el 
depositario o titular de la cuenta, de modo que del incumplimiento de esa relación contractual sólo 
responde ante su contraparte y no ante terceros como el tenedor. Empero, existe una excepción a esa 
regla, con el cheque certificado. Según el artículo 199 de la referida ley, el librador puede solicitar al 
banco la certificación del cheque, lo cual consiste en la declaración de que existen en su poder fondos 
bastantes para pagarlo, y esto produce los mismos efectos que la aceptación en la letra de cambio, es 
decir, obliga al librado ante el tenedor a pagar el cheque (artículo 101 de la ley). Por tanto, conforme al 
contenido de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, se debe entender que la certificación 
le otorga acción al tenedor para exigir al librado el pago del cheque, y el banco queda obligado 
directamente con el tenedor a hacer dicho pago, durante el tiempo que surta efectos la certificación y a 
través de la satisfacción de los requisitos fijados por la ley. Para lo anterior, el artículo 207 de la ley de 
títulos establece que las acciones contra el librado que certifique un cheque, prescriben en seis meses, 
a partir de la fecha en que concluya el plazo de presentación, y que la prescripción en este caso, sólo 
aprovechará al librador. Lo anterior quiere decir que, si el cheque certificado no se presenta al banco 
para su pago, dentro de los seis meses posteriores a los plazos de presentación para su pago, se 
extingue la obligación directa adquirida por el librado con el tenedor, por prescripción negativa, y como 
esta acción es la única que pudo hacer valer el tenedor frente al banco, éste queda totalmente 
desvinculado de él. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Tesis: XIX.1o.A.C.29 C (10a.)  
 
COSTAS EN MATERIA CIVIL. PARA QUE SU CONDENA RESPETE EL PRINCIPIO DE IGUALDAD, 
CUANDO SE DECRETE LA CADUCIDAD DE LA INSTANCIA POR INACTIVIDAD, EL JUZGADOR 
DEBE CONSIDERAR LOS ELEMENTOS SUBJETIVOS EN LA CONDUCTA DE LAS PARTES 
(INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 104, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE TAMAULIPAS, CON EL ARTÍCULO 1o. DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS). 

 
El artículo y fracción del código procesal civil citado, dispone que en la resolución donde se decrete la 
caducidad de la instancia, debe condenarse a la actora al pago de las costas; sin embargo, dicho 
numeral debe aplicarse siguiendo el criterio sostenido por la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la tesis aislada 1a. LXXV/2014 (10a.), de título y subtítulo: "COSTAS EN 
MATERIA MERCANTIL. INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 1076, FRACCIÓN VIII, 
DEL CÓDIGO DE COMERCIO, CON EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.", esto es, no debe interpretarse en sentido estricto y excluir la 
valoración sobre la conducta procesal de las partes, sino conforme al artículo constitucional invocado 
en dicha tesis. Por tanto, para que la condena en costas respete el principio de igualdad, es necesario 
analizar los supuestos previstos en el diverso 131 del código citado, el cual establece las reglas 
generales para la condena en costas, tratándose de sentencias declarativas y constitutivas, ordenando 
al juzgador tomar en cuenta si alguna de las partes actuó con temeridad o mala fe; de esa manera, 
cuando se decrete la caducidad de la instancia por inactividad, el juzgador no puede dejar de 
considerar los elementos subjetivos en la conducta de las partes sino que, con este ejercicio valorativo, 
está facultado para analizar si cabe decretar alguna compensación en costas. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DEL DÉCIMO 
NOVENO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LAS DILACIONES PRESUNTAMENTE EXCESIVAS 
EN EL DICTADO DE PROVEÍDOS, LAUDOS O EN LA REALIZACIÓN DE CUALQUIER OTRA 
DILIGENCIA, EN JUICIOS BUROCRÁTICOS SUSTANCIADOS AL TENOR DE LA LEY PARA LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. PROCEDE SI 
TRANSCURREN MÁS DE 22 DÍAS HÁBILES DESDE LA FECHA EN LA QUE CONCLUYÓ EL 
PLAZO EN EL QUE LEGALMENTE DEBIERON PRONUNCIARSE O DILIGENCIARSE LOS ACTOS 
PROCESALES RESPECTIVOS [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 33/2019 
(10a.)] 
 
Si bien la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a fin de proporcionar un 
estándar mínimo objetivo que ofrezca seguridad jurídica a las partes en el juicio, sostuvo en la 
jurisprudencia citada que para efectos de la promoción del juicio de amparo indirecto contra dilaciones 
presuntamente excesivas en el dictado de proveídos, laudos o en la realización de cualquier otra 
diligencia, el amparo procede cuando transcurren más de 45 días naturales, contados a partir de la 
fecha en la que concluyó el plazo en que legalmente debió pronunciarse la Junta o realizarse los actos 
procesales respectivos; ello, al tomar en cuenta que ese periodo es el máximo que el artículo 772 de la 
Ley Federal del Trabajo prevé para que el juicio permanezca inmóvil, cuando sea necesaria alguna 
promoción del trabajador. Sin embargo, dicho precepto es inaplicable de manera supletoria a la 
legislación burocrática del Estado de Jalisco, toda vez que el legislador local dispuso la figura de la 
caducidad de forma distinta. Por tanto, a fin de proporcionar un estándar mínimo objetivo, se considera 
que en los procedimientos laborales instaurados conforme a la Ley para los Servidores Públicos del 
Estado de Jalisco y sus Municipios, el juicio de amparo procede cuando transcurren más de 22 días 
hábiles, contados a partir de la fecha en la que concluyó el plazo en que legalmente debieron 
pronunciarse o realizarse los actos procesales respectivos, al tomar en cuenta que ése es el plazo que 
el artículo 135 de la citada ley otorga para que el órgano jurisdiccional decida lo relativo al fondo de la 
litis planteada, lo cual constituye su mayor potestad jurisdiccional, de modo que el desahogo de las 
etapas procesales de menor complejidad puede realizarse dentro de ese mismo periodo y, por tanto, 
es el máximo admisible para que el juicio permanezca inmóvil. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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AMPARO DIRECTO EN MATERIA CIVIL. EL AUTORIZADO POR LAS PARTES EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 68 BIS DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES VIGENTE EN EL ESTADO 
DE TAMAULIPAS, NO ESTÁ FACULTADO PARA PROMOVERLO A NOMBRE DE SU 
AUTORIZANTE. 

 
Del artículo 61, fracción XXIII, en relación con los numerales 5o., fracción I y 6o., todos de la Ley de 
Amparo, se concluye que tratándose de actos o resoluciones de tribunales judiciales, administrativos o 
del trabajo, el juicio de amparo resulta improcedente cuando la demanda sea promovida por quien no 
resulte ser el titular del derecho subjetivo que se alega afectado de manera real y actual, por el acto 
reclamado; cuando no sea promovida por el representante legal o apoderado del quejoso; o bien, 
cuando el quejoso no la promueva por conducto de su representante legal o apoderado. Es decir, el 
juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, lo que obliga a que la demanda 
sea promovida por quien se ve directamente afectado por el acto reclamado, por lo que es necesario 
que ésta sea firmada por el quejoso, su representante legal o apoderado, ya que sólo la persona física 
o moral a quien afecte la norma general o el acto reclamado es quien está legitimada para demandar 
la protección de la Justicia Federal, lo que puede hacer por sí o por su representante legal o 
apoderado. En ese sentido, la demanda de amparo debe formularse por el quejoso, su representante 
legal o apoderado, sin que pueda sustituirse por un autorizado designado en los términos amplios que 
prevé el artículo 68 BIS del Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado de Tamaulipas, 
porque dicha autorización con la que cuenta, no le confiere la facultad de ejercer una acción diversa en 
representación de su autorizante, dado que el alcance de sus facultades se circunscribe en el marco 
de la defensa de los derechos que el autorizante llevó al juicio de origen, es decir, las "facultades 
amplias" que tiene son únicamente para intervenir en el juicio en el que se le autorizó, pero no para 
representar a la autorizante fuera de ese procedimiento. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DEL DÉCIMO 
NOVENO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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ACTO DE AUTORIDAD. NO TIENE ESTE CARÁCTER LA NEGATIVA DE UNA INSTITUCIÓN 
BANCARIA A REESTRUCTURAR O RENEGOCIAR UN CRÉDITO. 

 
La negativa de uno de los contratantes (acreedor), en el caso una institución bancaria, a aceptar la 
propuesta del deudor de reestructurar o renegociar la deuda, por más que pueda dicha negativa 
calificarse de unilateral, arbitraria o ilegal, no constituye un acto de autoridad, al estar ausente el 
elemento fundamental que caracteriza a éstos y que sitúa al afectado en un plano de subordinación. 
En efecto, la violación de derechos entre sujetos situados en un plano de coordinación, como sucede 
tratándose de las partes en un contrato, no puede ser remediada a través del juicio de amparo, que ha 
sido instituido para proteger a los particulares de los actos de las autoridades, y excepcionalmente 
para proteger contra los actos de los particulares que por mandato legal actúen como si fuesen 
autoridades; una violación de esa clase, ya sea al contrato o a las normas que lo regulen, debe, en su 
caso, ser enmendada por los tribunales del orden común, en la vía que las leyes contemplen para 
solucionar el conflicto; de ahí que el juicio constitucional resulte improcedente. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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ACLARACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. SI LA PREVENCIÓN RELATIVA ES 
PORQUE EL SEÑALAMIENTO DEL ACTO RECLAMADO Y LA AUTORIDAD RESPONSABLE NO 
SE ENCUENTRAN EN LOS APARTADOS CORRESPONDIENTES, PERO PUEDE ADVERTIRSE 
DEL CONTENIDO ÍNTEGRO DE LA DEMANDA, AQUÉLLA CARECE DE JUSTIFICACIÓN. 

 
Como lo ha sostenido la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la tutela judicial 
efectiva, consagrada como derecho humano en los artículos 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 8, numeral 1 y 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en su vertiente de recurso efectivo, implica la obligación de los órganos 
jurisdiccionales de resolver los conflictos que se les plantean sin obstáculos o dilaciones innecesarias y 
evitando formalismos o interpretaciones no razonables que impidan o dificulten el enjuiciamiento de 
fondo y la auténtica tutela judicial; por lo que al interpretar los requisitos y las formalidades procesales 
legalmente previstos, los órganos jurisdiccionales deben tener presente la razón de la norma, con el fin 
de evitar que los meros formalismos impidan un enjuiciamiento de fondo del asunto. Bajo esa premisa, 
considerando que la demanda de amparo debe analizarse en su integridad, la prevención hecha por el 
Juez de Distrito para que la quejosa la aclare, cuando de cualquiera de las partes que componen dicho 
escrito, como puede ser en los antecedentes del acto reclamado, los conceptos de violación, incluso, 
en los puntos petitorios, es posible identificar claramente el acto cuya inconstitucionalidad se reclama y 
la autoridad responsable a quien se atribuye, carece de justificación, pues al señalarlos en un capítulo 
diverso, no se incumple con alguno de los requisitos que exige el artículo 108 de la Ley de Amparo, 
además de que dicho requerimiento no encuentra sustento en el diverso 114 de la propia ley, al no 
constituir deficiencia, irregularidad u omisión que amerite su enmienda. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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